¿Qué queremos decir cuando hablamos de Derechos Humanos?
La expresión “Derechos Humanos” tiene muchas connotaciones. Hoy, felizmente, es tas connotaciones suelen ser positivas. Pero no siempre fue así. Y todavía persisten

las connotaciones negativas en algunos sectores recalcitrantes.

Es que los derechos humanos, aunque sean conquistas jurídicas de la Humanidad, no son aceptados unánimemente. Molestan, perturban, estorban a quienes anhelan un ejercicio arbitrario e ilimitado del poder. Los derechos humanos son la piedra de toque de la democracia. 
Los derechos humanos están inseparablemente unidos a una determinada visión del mundo, a una forma particular de entender las relaciones humanas, a un conjunto de valores. Los derechos humanos son, antes que fórmulas jurídicas, expresiones de una concepción política.
Están ligados a nociones tales como la igualdad de los hombres, la libertad, el respeto
mutuo, la tolerancia ante las diferencias, la creencia en una forma pacífica y  razonable
de resolver los conflictos humanos. Están ligados a la idea de limitación del poder. 
Por lo pronto, los derechos humanos no son mercedes, ni gracias, ni concesiones, ni 
privilegios, ni fueros. 
En Inglaterra los nobles pelearon siempre por lograr que su rey, que era también su

par -“primus inter pares”- los eximiera de ciertos efectos de la soberanía real que pesa- ban sobre el resto de los vasallos (curiosamente, fue esa lucha uno de los orígenes his tóricos del sistema de derechos como técnica de limitación del poder, según veremos).
En España, la Corona concedió con frecuencia, no sólo títulos y posesiones a los nobles o a los generales victoriosos, sino también prerrogativas o “fueros” a ciertas ciu dades (y por consiguiente a sus habitantes), ya sea como reconocimiento a sus servi cios en la lucha contra los moros, ya sea como forma de acallar alguna sublevación que no se podía reprimir por la fuerza. 
Bajo gobiernos como el absolutismo no tenía sentido hablar de derechos porque

lo que existía era la soberanía del rey. Así como no había ciudadano sino “súbditos”

-es decir, personas sometidas a la autoridad del rey-, así tampoco había derechos, si no a lo sumo “concesiones”, “mercedes”, “fueros” que el rey otorgaba o revocaba.

Pero los derechos humanos no dependen de ningún acto de voluntad. Nadie

tiene el poder de “otorgarlos”, de “concederlos”. Admitir tal poder implicaría admitir

que se puede “denegarlos”. Cuando el poderoso de turno no los respeta, no decimos que los ha “denegado” sino que los ha violado.
En segundo lugar, los derechos humanos no se instituyen para ciertos grupos en

desmedro de otros. Lo distintivo de los derechos humanos es que son para todos. No existen como recompensa a servicios especiales, ni como premio a determinadas virtudes, ni como reconocimiento a ciertas características de raza, clase social o religión. 
Lo único que se requiere para reclamarlos es pertenecer a la especie humana.

Porque los derechos humanos expresan una visión de la esencial igualdad y fraternidad humanas, decimos que están cargados de “política”, decimos que son conceptos políticos antes que jurídicos. El hecho de que correspondan a todos los seres humanos por ser tales implica que no pueden ser negados a nadie en principio, y que aún en aquellos casos en que se admite su privación o limitación como sanción por infringir las leyes, dicha sanción sólo puede ser aplicada bajo determinadas condiciones y cumpliendo ciertas formalidades o requisitos muy rigurosos que llamamos “garantías”. 
Por ejemplo,quien comete un delito es castigado privándolo del goce de un derecho como la libertad. Pero esta privación no puede realizarse de cualquier manera. 
Existen garantías previas que deben ser respetadas para que podamos decir que no se han violado los derechos humanos del imputado: el debido proceso, el derecho de defensa, el principio de ley penal previa, el principio de igualdad ante la ley, el no some timiento a tribunales especiales, etc. Existen garantías que deben respetar las senten- cias: no ser arbitrarias, no ser contrarias a la ley vigente, no ser absurdas, etc. Y existen garantías y controles sobre la instancia de ejecución de la pena: no ser vejatoria, no ser degradante, cumplirse en establecimientos con determinadas características de limpieza, seguridad, salubridad, etc.

¿De dónde viene la noción de los Derechos Humanos?
Hemos dicho ya que los derechos humanos son una creación reciente. Pero el que lo sean no significa que su gestación date de pocos años o siglos. Por el contrario.Pode mos a equivocarnos, que esta “creación” se nutre en antiguas y preciadas tradiciones de la cultura humana. Todas las fuentes de la civilización occidental –por razones de simplificación me ocuparé sólo de la civilización occidental- han tenido su incidencia.
Lejos estaban, pues, los griegos de concebir los derechos humanos como hoy los concebimos. Y sin embargo, ya en aquellos tiempos remotísimos se empezaban a

establecer las bases de una creencia que serviría de fundamento posterior a los derechos humanos: la creencia de que existen normas morales, cualquiera sea el origen que se les atribuya (la razón , la voluntad de los dioses, la naturaleza de las cosas) que están por encima del derecho positivo, del derecho elaborado por los hombres. 
La ley de los hombres no puede sobrepasar los límites que impone la moral na tural, que quiere que todos los hombres reciban un tratamiento mínimo, un reco- nocimiento mínimo de su dignidad por parte del poder del Estado: en la obra de Sófocles, el derecho religioso a una sepultura.
Roma ha hecho el aporte de sus venerables tradiciones jurídicas, las más elaboradas

y enjundiosas de la historia humana, así como la tentativa de establecer un imperio

universal que acogiera a toda la humanidad conocida bajo los beneficios de la Pax

Romana
En realidad, el aporte principal que ha hecho el mundo antiguo a nuestra moderna

concepción de los derechos humanos no proviene de la capacidad política y jurídica

de griegos y romanos sino de la esfera espiritual. 
Ha sido la religión judeo-cristiana la fuente más fecunda para la creación de la base de valores morales sobre los que se asienta nuestra moderna creencia en los derechos humanos.
La religión, especialmente la cristiana, logró imponer la convicción básica de la igual dad y fraternidad de los hombres como hijos de un mismo Padre celestial. 
Ninguna ideología política ni seca filosofía podría haber introducido esta convicción en la conciencia colectiva con mayor eficacia. Fueron los propagandistas cristianos, a despecho de todos sus errores e intolerancias, quienes hicieron de esta convicción una idea aceptada en mayor o menor medida por todos los pueblos de Occidente.

Incluso en la sombría Edad Media, muchos teólogos católicos fueron creando concep tos que más tarde serían recogidos por los filósofos racionalistas y liberales. 
Los escolásticos, y entre ellos el gran Santo Tomás de Aquino, sostuvieron la idea de bien común como finalidad de los gobiernos y defendieron el derecho de resistencia a la opresión, antecedente remoto de lo que hoy llamamos derechos humanos.

Pero fue sin duda la llamada Ilustración la que estableció las bases ideológicas de la primera doctrina consistente y consciente de los derechos humanos. 
Los grandes filósofos racionalistas de los siglos XVII y XVIII, principalmente los de este último, fueron los verdaderos constructores teóricos de los derechos humanos, los que establecieron los cimientos de la nueva doctrina.

¿Cuál era la disputa que se libraba cuando empezaron a elaborarse los conceptos fun dacionales de los derechos humanos? Era la pelea entre los partidarios de un poder abpoder absoluto y sin restricciones por parte de los monarcas, y quienes pretendían limitar ese poder, someterlo a normas, ponerle frenos.
En los años anteriores a la Revolución Francesa, toda la disputa política y filosófica

giraba en torno a este tema. El Estado, y quien lo encarnaba entonces, esto es: el

Monarca, ¿tenía o no tenía límites en su poder? 
El individuo, el súbdito, el gobernado, ¿tenía o no tenía protección frente al ejercicio del poder del Estado? ¿Hasta dónde se extendía ese poder? ¿De dónde provenía?

El trasfondo real de esta lucha política e ideológica era el ascenso de una nueva clase
social, la burguesía, integrada por un conjunto de individuos que se habían enrique cido gracias a nuevas formas de actividad económica, principalmente el comercio,las finanzas y la industria en expansión. 
Al principio la burguesía había apoyado a los reyes para que se volvieran poderosos frente a los señores feudales y pudieran organizar los Estados de manera ordenada y beneficiosa para sus negocios. Después, a medida que la burguesía se enriquecía, ya no le bastó con acumular recursos: quiso también disfrutar del poder político. Com prendió que el poder que había permitido a los reyes aniquilar a los señores feudales podía volverse en su contra, y quiso limitarlo, contrarrestarlo, quitarle arbitrariedad. 
No tardó en envalentonarse y pensar que, si ella había alcanzado el poder económico, era tiempo de quedarse también con el poder político: los reyes, con sus guerras de sastrosas, sus impuestos y gastos, sus odiosos privilegios y su costumbre de entro meterse en cuestiones de religión, se volvieron un estorbo.

Fue para brindar respuesta a estas necesidades de expansión de la burguesía que se
formularon muchas de las teorías elaboradas por los pensadores de la llamada ilustra -
ción. Estas teorías encontraron expresión práctica en tres países que, por razones históricas que no analizaremos, se pusieron a la cabeza del movimiento: Inglaterra, Francia y los nuevos Estados de Norteamérica.

Inglaterra fue escenario permanente de disputa de poderes desde la más remota

época feudal.
El Rey peleaba contra los señores feudales para someterlos, y estos lo resistían. Los distintos cultos religiosos peleaban entre sí: católicos contra protestantes, puritanos contra todos los demás. Los burgueses peleaban contra los nobles y contra la Corona. El Parlamento peleaba contra los monarcas y estos contra el Parlamento. Las distintas alternativas de estas luchas, con frecuencia sangrientas, en que hubo muchas ca be zas que rodaron, con corona o sin corona, dieron por resultado sucesivas transa cciones, pactos, concesiones que el poder de turno debió efectuar para sobrevivir. 
Todo se arregló a través de los siglos más o menos “a la manera inglesa”, es decir: conservadoramente, cambiando para no cambiar. 
El resultado fue el surgimiento del sistema parlamentario, la monarquía limitada, el reconocimiento progresivo de algunos “derechos”, mediante instrumentos escritos que adquirieron la naturaleza de “constituciones”, es decir de acuerdos que estaban por encima de los poderes del Estado y que debían ser respetados por estos. 
El primero y más célebre de estos acuerdos fue la Carta Magna medieval (año 1215): concesión arrancada al rey Juan sin Tierra por los señores feudales, que originaria mente sólo beneficiaba a éstos, pero con el tiempo se consideró extensiva a todos los súbditos. 
Pero también cabe mencionar la llamada Petición de Derechos (año 1628, por la cual se obligó a Carlos I a pedir la autorización del Parlamento para crear impuestos y se le prohibió, entre otras cosas, forzar a los particulares a alojar tropas, ordenar deten- ciones arbitrarias o decretar la ley marcial en tiempos de paz) y la Declaración de Derechos (año 1689, en que el Parlamento consagraba el juicio por jurados, el de- recho de los particulares a ser indemnizados por el Estado, la prohibición de penas inhumanas, cauciones excesivas e impuestos no aprobados por ley), así como las Actas que establecieron la tolerancia religiosa, el hábeas corpus y otras institucio nes limitativas de la arbitrariedad estatal. 
Baste señalar que fue Inglaterra el primer país en el que se puso límites precisos, esti pulados por escrito y conocidos por todos, a la autoridad real. Ello lo convirtió en el mo  delo permanente que los políticos y pensadores de los otros países europeos invoca ban cuando querían limitar a sus propios gobiernos.

Es decir que la noción de “derechos” aparece históricamente vinculada al desarrollo

de un sistema político de tipo parlamentario y constitucional. Esto no es casualidad.

Es que el sistema parlamentario, el constitucionalismo y las proclamaciones de dere chos tienen algo en común: son técnicas de limitación del poder, del poder de la mo narquía, o, de manera más general, del Estado.
Corresponde, entonces, introducir un nuevo elemento útil para la definición que

estamos intentando de los derechos humanos:

 Los derechos humanos se originan históricamente como una técnica de limita ción del poder del Estado. Su utilidad primitiva consistió en establecer una ba rrera al avance del poder estatal sobre individuos o grupos.

Los Derechos Humanos como limitación estatal

Los individuos particulares que cometen delitos, aunque lo hagan en forma organizada
y sistemática, se encuentran sometidos a las normas previstas para combatir y sancio nar los delitos: es decir, el derecho penal ordinario.
En cambio, cuando son el Estado y sus agentes quienes, en lugar de defender la vigencia de las normas jurídicas, cometen crímenes contra particulares (aún cuando estos particulares puedan a su vez haber sido autores de delitos), estas acciones criminales llevadas a cabo desde la esfera estatal, utilizando los poderes y recursos del Estado, revisten una particular gravedad. 
No sólo son delitos: son también lesiones institucionales. No sólo ofenden al particular afectado: ofenden la propia razón de ser del Estado. No sólo comprometen la responsabilidad de los individuos que los han cometido, ordenado o ejecutado, sino también la responsabilidad del Estado en su conjunto. No sólo se encuentran prohibidos y sancionados por el Código Penal, sino también por las disposiciones de la Constitución Nacional y por los pactos y tratados internacionales que nuestro país se ha comprometido a respetar.
Aunque parezca reiterativo, es importante insistir sobre esto. Cuando un particular o un grupo de particulares viola los derechos de otras personas, sus actos son opuestos
al orden jurídico, pero no son violaciones de los derechos humanos propiamente di chas. 
Las violaciones de los derechos humanos (al menos en principio) provienen

del Estado y/ o de sus agentes actuando como tales. 
¿Por qué? Porque ello forma parte de la génesis histórica que venimos relatando. Los derechos humanos no nacieron ni se desarrollaron como protección de los particulares frente a otros particulares: para ello existen las leyes, la fuerza pública y la organiza ción del Estado. 
Los derechos humanos fueron creados históricamente como protección de los particulares frente al Estado.
Tomemos un ejemplo. La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar  toda forma de Violencia contra la Mujer (también llamada “Convención do

Belén do Pará”), integra el sistema interamericano de protección de derechos humanos.
Ahora bien: gran parte de la problemática abordada se presenta en el ámbito eminen temente privado de las relaciones entre hombres y mujeres, desnaturalizadas por la opresión de género. 
¿En qué consiste aquí la responsabilidad del Estado, ya que se trata de violencias entre particulares? La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su informe anual sobre Brasil, 1997, ha dicho que, en un caso de violación a una mujer, “aún cuan do la conducta no sea originariamente imputable al Estado” –porque el agresor es anó nimo o no es agente estatal- igualmente puede acarrear la responsabilidad del Estado “no por el acto mismo sino por la falta de la debida diligencia para prevenir la vio lación o responder a ella”.

El Estado tiene la obligación “negativa” de no vulnerar los derechos humanos. Más tarde, la evolución histórica hizo que se considerara que el Estado tenía tam bién la obligación “positiva” de promover los derechos humanos y el desarrollo de la persona humana y de su dignidad. 
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